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SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Nombrar como fiscales adjuntos 
provinciales provisionales del Distrito Fiscal de Lima 
Centro, designándolos en la Coordinación de las Fiscalías 
Superiores Penales Nacionales y Fiscalías Penales 
Supraprovinciales Especializadas en Derechos Humanos 
y contra el Terrorismo, a los siguientes abogados:

• Rubén Oswaldo Anicama Medina, con retención de 
su cargo administrativo.

• José Asunción Morales Romero

Artículo Segundo.- Disponer la notificación de la 
presente resolución a la Junta Nacional de Justicia, 
Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores del Distrito 
Fiscal de Lima Centro, Coordinación de las Fiscalías 
Superiores Penales Nacionales y Fiscalías Penales 
Supraprovinciales Especializadas en Derechos Humanos 
y contra el Terrorismo, Gerencia General, Oficina de 
Registro y Evaluación de Fiscales, Oficina General de 
Potencial Humano, Oficina de Integridad Institucional, 
Oficina de Imagen Institucional y a los abogados 
mencionados.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

TOMÁS ALADINO GÁLVEZ VILLEGAS
Fiscal de la Nación

2548432-12

Conforman la “Comisión encargada de 
elaborar una propuesta de reforma integral 
del marco normativo de extinción de 
dominio”

RESOLUCIÓN DE LA FISCALÍA DE LA NACIÓN
Nº 2621-2026-MP-FN

Lima, 27 de agosto de 2026

VISTO Y CONSIDERANDO:

El Ministerio Público es un organismo constitucionalmente 
autónomo encargado de promover de oficio o a petición de 
parte la acción de la justicia en defensa de la legalidad y de 
los intereses públicos tutelados por el derecho, así como 
de conducir desde su inicio la investigación del delito, de 
conformidad con los artículos 158 y 159 de la Constitución 
Política del Perú. El artículo 64 de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público establece que “el Fiscal de la Nación 
representa al Ministerio Público. Su autoridad se extiende 
a todos los funcionarios que lo integran, cualesquiera que 
sean su categoría y actividad funcional especializada”. En 
este sentido, el Fiscal de la Nación es el titular de la entidad 
y, en consecuencia, es el responsable de diseñar, dirigir y 
reformular la política institucional con la finalidad de lograr 
los objetivos institucionales.

La criminalidad organizada constituye una estructura 
económica que genera, moviliza, oculta y reinvierte 
ganancias ilícitas para preservar su capacidad operativa; 
por ello, la persecución penal eficaz exige complementar 
la investigación y sanción de sus integrantes con una 
estrategia institucional dirigida a identificar, rastrear, 
inmovilizar, decomisar, extinguir y recuperar el patrimonio 
criminal.

El Decreto Legislativo Nº 1373 estableció un proceso 
autónomo, real y de contenido patrimonial para impedir 
el ingreso al comercio o extraer de este los bienes de 
origen o destinación ilícita; sin embargo, la Ley Nº 32326, 
publicada el 9 de mayo de 2025, modificó sustancialmente 
dicho régimen, entre otros aspectos, al sujetar la 
autonomía del proceso a la existencia de sentencia firme y 
consentida o de un laudo —salvo determinados delitos—, 
exigir en diversos supuestos una sentencia penal firme, 
determinar la carga de ofrecer pruebas o indicios para 
declarar fundada la demanda y establecer un plazo de 
prescripción de cinco años.

Asimismo, el Tribunal Constitucional, mediante la 
Sentencia 135/2025, recaída en el Expediente Nº 00008-
2024-PI/TC, de fecha 27 de junio de 2025, delimitó el 
ámbito de aplicación de la extinción de dominio. En los 
fundamentos jurídicos 214, 217 y 218 sostuvo que esta 
figura debe vincularse al patrimonio que financia al 
crimen organizado, que está destinado a desarticular 
organizaciones criminales y que su aplicación debe ser 
residual; asimismo, en el numeral 1, inciso ii), del fallo 
declaró inconstitucional el numeral 2.5 del artículo II 
del Título Preliminar del Decreto Legislativo Nº 1373 
y estableció que dicho decreto legislativo solo resulta 
aplicable a supuestos acaecidos después de su entrada 
en vigor.

Además, el fundamento jurídico 279 de la citada 
sentencia reafirma que la extinción de dominio tiene por 
finalidad desfinanciar a las organizaciones criminales 
e impedir la continuidad de sus actividades delictivas; 
mientras que el fundamento jurídico 280 determina que 
los criterios interpretativos establecidos por el Tribunal 
Constitucional son de observancia obligatoria para los 
fiscales y jueces competentes.

La permanencia de estas normas y criterios legales 
e interpretativos no ha despejado toda incertidumbre 
respecto de la aplicación de la extinción de dominio, así 
como toda incompatibilidad con el respeto irrestricto de 
los derechos fundamentales. Asimismo, no se avizora la 
eficacia de la extinción de dominio en nuestro ordenamiento 
jurídico por la poca claridad de la normatividad y criterios 
aplicables vigentes; por lo que se hace necesario impulsar 
una reforma legislativa integral, técnicamente sustentada 
y compatible con la Constitución, el debido proceso, el 
derecho de propiedad lícitamente adquirido y la protección 
del tercero adquirente de buena fe; reforma que, al mismo 
tiempo, preserve la naturaleza patrimonial y la eficacia de 
la extinción de dominio como mecanismo para privar a las 
organizaciones criminales de los recursos que sostienen 
sus actividades.

El Despacho de la Fiscalía de la Nación ha definido 
como política institucional la implementación de una 
estrategia integral de recuperación de activos, orientada 
a transformar la experiencia individual en una capacidad 
institucional permanente. En esa línea, es necesario 
articular el apoyo operativo especializado, la inteligencia 
criminal estratégica, la coordinación interinstitucional 
y la gestión del conocimiento, con el propósito de 
identificar, rastrear, inmovilizar, decomisar y recuperar 
sistemáticamente los activos criminales.

En atención a la especialidad y complejidad de la 
materia, resulta necesario conformar una comisión 
temporal y multidisciplinaria, con participación de 
representantes del Ministerio Público, entidades públicas, 
cooperación técnica especializada y defensa jurídica 
del Estado, encargada de elaborar una propuesta de 
reforma de la legislación sobre extinción de dominio que 
fortalezca la persecución del patrimonio criminal de las 
organizaciones criminales, asegure garantías procesales 
y contribuya a consolidar una política de Estado de 
recuperación de activos.

De otro lado, cabe señalar que, mediante la Resolución 
de la Fiscalía de la Nación Nº 2826-2016-MP-FN1, del 10 
de junio de 2016, se aprobó el Convenio de Cooperación 
Interinstitucional suscrito entre el Ministerio Público 
y Basel Institute on Governance, destinado a brindar 
asistencia técnica en materia de recuperación de activos 
ilícitos; en ese marco, esta institución prestará apoyo 
técnico a la comisión en el desarrollo de sus funciones.

Finalmente, el artículo 159, numeral 7, de la 
Constitución Política del Perú, concordante con el 
artículo 66, numeral 4, de la Ley Orgánica del Ministerio 
Público, aprobada por Decreto Legislativo Nº 052, 
reconoce al Fiscal de la Nación la atribución de ejercer 
el derecho de iniciativa legislativa. En virtud de esta 
facultad, corresponde adoptar las medidas institucionales 
necesarias para formular una propuesta normativa 
integral en materia de extinción de dominio, acorde con la 
Constitución, los estándares internacionales aplicables y 
la política institucional de recuperación de activos.

Contando con las atribuciones conferidas por el 
artículo 64 del Decreto Legislativo Nº 052, Ley Orgánica 
del Ministerio Público;
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SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Conformar la “Comisión encargada 
de elaborar una propuesta de reforma integral del marco 
normativo de extinción de dominio”, orientada a fortalecer 
la persecución, afectación y recuperación del patrimonio 
ilícito de las organizaciones criminales, con observancia 
de la Constitución, las garantías del debido proceso, la 
protección de la propiedad lícitamente adquirida y los 
estándares internacionales aplicables.

Artículo Segundo.- Disponer que la Comisión está 
integrada por los siguientes miembros:

1. Tomás Aladino Gálvez Villegas
Fiscal de la Nación, quien la preside. 

2. Wilfredo Francisco Avellaneda Esaine
Fiscal adjunto supremo y jefe de la Oficina de 

Cooperación Judicial Internacional y Extradiciones. 

3. Alonso Raúl Peña Cabrera Freyre
Fiscal superior coordinador nacional de las Fiscalías 

Especializadas en Extinción de Dominio. 

4. Juan Bautista Mendoza Abarca
Fiscal superior coordinador nacional de las Fiscalías 

Especializadas en Delitos de Lavado de Activos.

5. Jorge Wayner Chávez Cotrina
Fiscal superior coordinador nacional de las Fiscalías 

Especializadas contra la Criminalidad Organizada. 

6. Reggis Oliver Chávez Sánchez
Fiscal superior coordinador nacional de las Fiscalías 

Especializadas en Delitos de Corrupción de Funcionarios. 

7. Frank Robert Almanza Altamirano
Fiscal superior coordinador nacional de las Fiscalías 

Especializadas en Materia Ambiental. 

8. Fany Soledad Quispe Farfán
Fiscal superior de la Segunda Fiscalía Superior 

Nacional Especializada contra la Criminalidad Organizada 
de Lima Centro. 

9. Hamilton Castro Trigoso
Fiscal superior de la Fiscalía Superior Penal de la 

Primera Fiscalía Corporativa Penal de Magdalena del 
Mar-San Miguel-Pueblo Libre.

10. Mariola Aracelly Paima Araujo
Fiscal superior jefa de la Unidad Funcional de Gestión 

de la Recuperación de Activos. 

11. Roger Solano Yauri
Fiscal provincial de la Segunda Fiscalía Provincial 

Transitoria de Extinción de Dominio de Lima Centro. 

12. Mayda Virginia Mori Anto
Fiscal provincial de la Segunda Fiscalía 

Supraprovincial Corporativa Especializada contra la 
Criminalidad Organizada. 

13. Martín Jim Mijichich Loli
Gerente general del Ministerio Público.

REPRESENTANTES DE LAS ENTIDADES 
PÚBLICAS Y PRIVADAS

14. Un representante del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos.

15. Un representante de la Unidad de Inteligencia 
Financiera del Perú (UIF-Perú).

16. Un representante del Programa Nacional de 
Bienes Incautados (PRONABI).

17. Un representante de la Procuraduría Pública 
Especializada en Delitos de Lavado de Activos y Proceso 
de Pérdida de Dominio.

18. Un representante del Basel Institute on 
Governance, quien ejercerá la Secretaría Técnica de la 
Comisión. 

19. Un representante de los colegios de abogados.
20. Un representante de la Superintendencia Nacional 

de los Registros Públicos (SUNARP).
21. Un representante de la Policía Nacional del Perú 

(PNP).
22. Un representante de la Superintendencia Nacional 

de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT).
23. Un representante de la Superintendencia del 

Mercado de Valores (SMV).
24. Un representante de la Superintendencia de 

Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos 
de Pensiones (SBS).

Las entidades comprendidas en los numerales del 14 
al 24 deberán comunicar a la Presidencia de la Comisión 
la designación de sus representantes titular y alterno 
dentro de los cinco días hábiles siguientes de recibida la 
notificación de la presente resolución.

Artículo Tercero.- Precisar que los integrantes de 
la Junta de Fiscales Supremos podrán participar en 
cualquiera de las sesiones que programe la Comisión 
para brindar sus aportes.

Artículo Cuarto.- Disponer que la Comisión se instala 
dentro de los diez días hábiles siguientes a la publicación 
de la presente resolución en el diario oficial El Peruano 
y tiene un plazo de tres meses, contado desde su 
instalación, para culminar el encargo. Dicho plazo puede 
ser prorrogado mediante resolución de la Fiscalía de la 
Nación.

Artículo Quinto.- Disponer que, al término de su 
labor, la Comisión eleva al Fiscal de la Nación un informe 
final que contenga la propuesta de reforma legislativa, 
su exposición de motivos y las recomendaciones 
institucionales y/o interinstitucionales que correspondan.

Artículo Sexto.- Establecer que la Comisión puede 
conformar grupos de trabajo, solicitar información a las 
unidades orgánicas y funcionales del Ministerio Público, 
convocar a especialistas e invitar a representantes de 
entidades públicas, privadas, académicas, organismos 
internacionales y organizaciones de la sociedad civil, 
cuando su participación contribuya al cumplimiento del 
encargo.

Artículo Séptimo.- Disponer que la participación de 
los integrantes e invitados es ad honorem y no genera 
vínculo laboral, contraprestación económica ni pago de 
dietas.

Artículo Octavo.- Disponer que la Gerencia General, 
la Secretaría General de la Fiscalía de la Nación, 
la Oficina General de Asesoría Jurídica, la Unidad 
Funcional de Gestión de la Recuperación de Activos, la 
Oficina de Análisis Estratégico contra la Criminalidad, 
la Escuela del Ministerio Público y las demás unidades 
orgánicas y funcionales brinden a la Comisión el apoyo 
técnico, administrativo y logístico que resulte necesario, 
en el marco de sus competencias y disponibilidad 
presupuestal.

Artículo Noveno.- Disponer la notificación de la 
presente resolución a los integrantes de la Comisión, 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Unidad de 
Inteligencia Financiera del Perú, Programa Nacional 
de Bienes Incautados (PRONABI), Superintendencia 
Nacional de los Registros Públicos (SUNARP), Policía 
Nacional del Perú (PNP), Superintendencia Nacional 
de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT), 
Superintendencia del Mercado de Valores (SMV), 
Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras 
Privadas de Fondos de Pensiones (SBS), Procuraduría 
Pública Especializada en Delitos de Lavado de Activos 
y Proceso de Pérdida de Dominio, Basel Institute on 
Governance, Junta de Fiscales Supremos, Coordinación 
Nacional de las Fiscalías Especializadas, Presidencias 
de la Junta de Fiscales Superiores, Gerencia General, 
Oficina General de Asesoría Jurídica, Oficina de 
Cooperación Judicial Internacional y Extradiciones, 
Unidad Funcional de Gestión de la Recuperación 
de Activos, Oficina de Análisis Estratégico contra la 
Criminalidad, Escuela del Ministerio Público y a la 
Oficina de Registro y Evaluación de Fiscales para los 
fines correspondientes.
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Regístrese, comuníquese y publíquese.

TOMÁS ALADINO GÁLVEZ VILLEGAS
Fiscal de la Nación

1 Mediante la Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 914-2022, de fecha 

23 de mayo de 2022, se aprobó la suscripción de la Adenda N° 2 del 

Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio Público y 

Basel Institute on Governance, a fin de establecer, entre otros aspectos, la 

renovación automática del convenio.

2548468-1

REGISTRO NACIONAL DE

IDENTIFICACIÓN Y ESTADO CIVIL

Admiten excepcionalmente el uso del DNI 
de menor de edad y prorrogan la vigencia 
de los DNI caducos o por caducar para 
sufragar en las Elecciones Regionales y 
Municipales 2026

RESOLUCIÓN JEFATURAL 
N° D000023-2026-RENIEC/JNAC

Lima, 27 de agosto del 2026

VISTOS:

El Decreto Supremo Nº 001-2026-PCM, publicado 
en el diario oficial El Peruano el 07 de enero de 2026; 
la Hoja de Elevación D000044-2026-RENIEC/DRE 
(20AGO2026) y el Informe N° D000016-2026-RENIEC/
DRE (21AGO2026) de la Dirección de Registro Electoral; 
el Informe Nº D000047-2026-RENIEC/DRE-SDPEG 
(20AGO2026) de la Sub Dirección de Procedimiento 
Electoral y Georreferenciación de la Dirección de Registro 
Electoral; el Informe N° D000151-2026-RENIEC/OAJ 
(21AGO2026) de la Oficina de Asesoría Jurídica; y,

CONSIDERANDO:

Que el Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil (RENIEC) es un organismo constitucionalmente 
autónomo encargado de organizar y actualizar el Registro 
Único de Identificación de las Personas Naturales e 
inscribir los hechos y actos relativos a su capacidad y 
estado civil;

Que mediante Decreto Supremo Nº 001-2026-PCM, 
publicado en el diario oficial El Peruano, el 07 de enero 
de 2026, la Presidencia de la República ha convocado 
a Elecciones Regionales y Municipales el día domingo 
04 de octubre del año 2026, para la elección de 
gobernadores, vicegobernadores y consejeros del 
consejo regional de los gobiernos regionales de los 
departamentos de toda la República y de la Provincia 
Constitucional del Callao, así como de los alcaldes 
y regidores de los concejos provinciales y concejos 
distritales de toda la República;

Que los ciudadanos obligados a sufragar en el 
proceso electoral convocado, deben emplear su 
Documento Nacional de Identidad (DNI), teniendo en 
cuenta su condición de único título para el ejercicio 
del derecho al sufragio, conforme a lo dispuesto 
por el artículo 26 de la Ley N° 26497, Ley Orgánica 
del RENIEC y el artículo 88 del Reglamento de las 
Inscripciones del RENIEC, aprobado por Decreto 
Supremo N°015-98-PCM; 

Que mediante documentos de vistos la Dirección de 
Registro Electoral, solicita emitir la Resolución Jefatural 
que, por excepción, admita el uso del DNI de menor 
de edad para sufragar en las elecciones Regionales y 
Municipales 2026 y prorrogar hasta el domingo 04 de 
octubre de 2026, la vigencia del Documento Nacional de 
Identidad –DNI caducos o que estén por caducar– de los 

ciudadanos que deben sufragar en el referido proceso 
electoral;

Que conforme a lo establecido por el artículo 201° de 
la Ley N° 26859, Ley Orgánica de Elecciones, el padrón 
electoral se cierra ciento ochenta (180) días calendario 
antes de la fecha de la respectiva elección, y comprende 
a todas aquellas personas que cumplan la mayoría de 
edad hasta la fecha de realización del acto electoral 
correspondiente; 

Que en ese contexto, existe la posibilidad que los 
ciudadanos incorporados en el padrón electoral, por 
haber alcanzado la mayoría de edad hasta la fecha de la 
elección, no hayan efectuado oportunamente el cambio 
de su Documento Nacional de Identidad - DNI de menor 
de edad por el de mayor de edad;

Que la falta de actualización del Documento 
Nacional de Identidad no implica la pérdida de la 
condición de ciudadano ni del derecho al sufragio, por 
lo que corresponde adoptar medidas excepcionales que 
permitan su ejercicio efectivo;

Que en tal sentido, corresponde admitir de forma 
excepcional el uso del Documento Nacional de Identidad 
- DNI de menor de edad de los referidos ciudadanos, 
para los efectos de sufragar en el proceso de Elecciones 
Regionales y Municipales 2026, previsto para el día 
domingo 04 de octubre de 2026;

Que, la admisión del Documento Nacional de 
Identidad - DNI de menor de edad, se enmarca en una 
línea de actuación institucional orientada a garantizar la 
participación ciudadana en el proceso electoral, evitando 
que exigencias formales limiten el ejercicio de derechos 
fundamentales;

Que de acuerdo a lo establecido por el numeral 
37.1 del artículo 37° de la Ley N° 26497, Ley Orgánica 
del Reniec, modificado por la Ley N° 32237, publicada 
en el diario oficial El Peruano, el 10 de enero de 2025, 
el documento nacional de identidad (DNI) de mayores 
de edad tiene validez por diez (10) años; en tanto, no 
concurran las circunstancias que tal disposición precisa, 
a cuyo vencimiento debe ser renovado de acuerdo a 
lo establecido por la Ley Nº 26497 y el artículo 95° del 
Reglamento de las Inscripciones del RENIEC, el cual 
señala que el Documento Nacional de Identidad - DNI 
que no sea renovado perderá su vigencia, reseñando la 
imposibilidad de realizar los actos señalados en el artículo 
84° del mencionado Reglamento, entre ellos, el “sufragar 
en elecciones políticas”;

Que la situación expuesta podría limitar la participación 
de los ciudadanos en las elecciones Regionales y 
Municipales 2026, previsto para el día domingo 04 de 
octubre de 2026, resultando necesario establecer los 
lineamientos para privilegiar el ejercicio del derecho 
constitucional al sufragio y a la participación ciudadana 
contenidos en el artículo 31 de la Constitución Política del 
Perú;

Que en tal sentido corresponde disponer la prórroga 
excepcional de la vigencia de los DNI caducos o que 
estén por caducar de los ciudadanos obligados a sufragar 
en las Elecciones Regionales y Municipales 2026, que se 
realizará el día domingo 04 de octubre de 2026;

Que la presente Resolución debe ser puesta 
en conocimiento de la ciudadanía, a través de la 
correspondiente publicación; 

Que de otro lado, mediante Resolución Jefatural N° 
D000020-2026-RENIEC/JNAC (21AGO2026) se dispuso 
encargar, a la servidora GLADIS VIRGINIA CACHAY 
ESPINO, Gerente General, las funciones del cargo de 
Jefa Nacional del Registro Nacional de Identificación y 
Estado Civil - RENIEC, del 22 al 27 de agosto de 2026, en 
adición a sus funciones; y, 

Estando a la propuesta de la Dirección de Registro 
Electoral y a la opinión favorable de la Oficina de Asesoría 
Jurídica y conforme a las atribuciones conferidas por 
la Ley Nº 26497, Ley Orgánica del Registro Nacional 
de Identificación y Estado Civil y el Reglamento de 
Organización y Funciones del RENIEC, aprobado 
mediante Resolución Jefatural N° 000061-2024/JNAC/
RENIEC (08ABR2024) y sus modificatorias, así como 
las disposiciones contenidas en la Ley Nº 26859, Ley 
Orgánica de Elecciones y su modificatoria y a lo dispuesto 
en el Decreto Supremo Nº 009-2024-JUS, Reglamento 
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